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1. Saludos
Amigas y amigos de la Real Sociedad Económica de Amigos del País,

señoras y señores,

gracias por acompañarme hoy aquí.
2. Agradecimientos

En primer lugar quiero agradecer a mi buen amigo Franciso Oltra, Director de la RSEAP y a la Junta de Gobierno de la Real Sociedad de Amigos del País de Valencia su invitación para participar en el ciclo de conferencias Estado, Sociedad Civil y Ciudadanía. Y por supuesto a Luis Aguiló sus amables palabras de presentacion.
Este acto en la Sociedad de Amigos del País tiene para mí un significado especial. 

Como saben la mayoría de ustedes, soy socia de “La Económica” desde hace muchos años, he tenido el privilegio de formar parte de su Junta de Gobierno, conozco y aprecio esta institución y valoro muy profundamente su larga y fecunda historia. 

Además, comparto personal y profesionalmente sus valores: el estudio al servicio del progreso, el diálogo tolerante al servicio de la convivencia, y el objetivo de construir una sociedad más justa orientada por el conocimiento y la razón. 
Todos esos valores eran válidos en 1776, cuando hace ya 235 años se creó esta sociedad. 
Todos esos valores siguen vigentes ahora y constituyen el horizonte normativo de la acción de muchas de las personas que hoy nos encontramos aquí. Por eso nos encontramos.
En este momento, además, a mi condición de socia de la Real Sociedad de Amigos del País y a la satisfacción de poder participar en este ciclo de conferencias, se une la responsabilidad de ser la delegada del Gobierno en la Comunitat Valenciana. 
Desde esa condición y desde esa perspectiva intervengo esta tarde en lo que entiendo es siempre un debate necesario y oportuno, pero todavía un poco más en el momento actual, si hablamos  de Estado, Sociedad Civil y Ciudadanía.

El papel de la ciudadanía, las funciones de los gobiernos, la fuerza y organización de los estados siempre están abiertas a la discusión; pero, como es sabido, hay quienes en este momento tratan de aprovechar el malestar generado por la crisis para hacer propuestas revisionistas del edificio institucional de España, del estado autonómico y de la función de los gobiernos y los poderes públicos. 
Tales propuestas no serán objeto de mi intervención. Pero sí quiero decir que a menudo esas propuestas parecen responder a impulsos preconstitucionales, antes que a una voluntad razonada de mejorar nuestras instituciones.

El propósito de mi intervención es aportar algunos elementos de reflexión surgidos al hilo de los escasos dos meses que llevo en mi nueva responsabilidad. Reflexiones sobre la función de las delegaciones de gobierno en el estado autonómico en el que se estructura el Estado en España y que hoy quiero compartir con todos ustedes en este espacio abierto e ilustrado que nos brinda la Real Sociedad Económica de Amigos del País.
3. Origen de las delegaciones de gobierno
Para comenzar trazaré un sucinto marco de referencia para situar lo que quiero decir. Por una razón fundamental: porque si de algo puedo dar fe en estos apenas dos meses, es del profundo desconocimiento que percibo sobre el origen, tareas y competencias de las delegaciones del Gobierno. 

Permítanme que recuerde, pues, que el origen de las actuales delegaciones del Gobierno hay que buscarlo en los intentos del siglo XIX para hacer más eficaz la organización territorial del Gobierno. Ahí surge la figura de los gobernadores civiles, antecedente lejano de los actuales Delegados del Gobierno. 
No fue un proceso fácil. La inspiración modernizadora y racionalista de tradición ilustrada orientó la división provincial de Javier de Burgos en 1833, basada en la aprobada once años antes, el 27 de enero de 1822 y posteriormente derogada por Fernando VII en 1823. Su pretensión no era otra que otorgar al Estado una organización coherente y ordenar el territorio con criterios eficientes y modernos con el fin de conseguir una mejor administración.

Aunque al servicio de la mejora de la acción del Gobierno, abrió paso a una nueva configuración centralista. Una configuración que seguía el modelo francés de la estructura territorial del Estado y en la que las provincias y los gobernadores civiles que las regían, fuertemente vinculados al Gobierno central, eran elemento esencial del poder estatal.

Como bien sabemos, esa nueva organización no siempre sirvió para el progreso del país y a menudo las gobernaciones civiles fueron instrumentos del caciquismo y de un centralismo moderno. 
Mucho más tarde, en pleno siglo XX, con la recuperación de la democracia en España, pasamos de un estado centralista a uno autonómico. En pocos años nacen y se desarrollan las comunidades autónomas, y con ellas una nueva organización de las competencias entre los diferentes niveles de gobierno: local, autonómico y central. 

Además, y esto no siempre es suficientemente destacado, llevamos a cabo esa profunda descentralización del poder público al mismo tiempo que en nuestro país se construye el Estado de Bienestar, aumenta la inversión pública y se multiplican los servicios públicos. 
Una profunda transformación social, política y económica, que llevamos a cabo con un balance muy positivo de éxito reconocido.
Lógicamente, todos estos cambios supusieron una profunda reorganización de los servicios dependientes del Gobierno de España o, lo que es lo mismo, de la Administración General del Estado. Pero no solo se trata de reorganización, también de un proceso permanente de adaptación en el que aún estamos y estaremos inmersos:

· bien sea para hacer frente a nuevas demandas, como las que, por poner un ejemplo, genera la inmigración, 
· bien porque lo alcanzado ha de modificarse a medida que se transfieren nuevas competencias a las comunidades autónomas.
Desde el punto de vista de la organización territorial del poder del estado, con la España de las autonomías las antiguas gobernaciones civiles pierden sentido y funciones políticas. Con el nacimiento de los gobiernos autonómicos, la organización periférica del Gobierno central deberá adaptarse a la nueva realidad política. 
De hecho, la Constitución Española de 1978 ya intuía que el futuro desarrollo del estado autonómico provocaría una reorganización de la administración territorial del Gobierno central. Así lo afirma en su artículo 154: “un delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el territorio de la comunidad autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la Administración propia de la comunidad”. 
Por ello, a medida que se constituyen y entran en funcionamiento a principios de los años 80 las distintas comunidades autónomas, se crean las 17 delegaciones de gobierno que conviven, durante más de una década, con las antiguas gobernaciones civiles, cada vez más limitadas en sus competencias y funciones. 

En 1997, una vez consolidado el estado de las autonomías, se suprimen las gobernaciones civiles y se definen las características y funciones esenciales de las delegaciones de gobierno en las comunidades autónomas y de las subdelegaciones en cada provincia. La plasmación legal de todo ello la lleva a cabo la LOFAGE, Ley 6/1997 de 14 de abril de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.
Así pues, entre la constitución de los primeros gobiernos autonómicos en 1980 y la regulación de las delegaciones del Gobierno en 1997, pasan 17 años. Vistas las cosas con una cierta perspectiva, no fue demasiado tiempo. Sobre todo si tenemos en cuenta que en esos años, como si se tratara de las dos caras de una misma moneda, se acometió la descentralización de las estructuras del poder político y la consiguiente configuración del estado autonómico. Un proceso dinámico y complejo, que nos obligó a definir tanto las competencias y la organización de los servicios del Gobierno de España en el nuevo estado autonómico, como las relaciones entre el Gobierno central y los gobiernos autonómicos. 

4. El espacio político de la Delegación de Gobierno

A partir de ahí cabe ubicar el espacio político de las delegaciones de gobierno.

La LOFAGE, acabo de citarla hace un instante, define tres ámbitos de actuación y responsabilidad política. 
· En primer lugar, la representación del Gobierno de España en la comunidad autónoma.
· En segundo lugar, las relaciones con los gobiernos locales y autonómicos. 
· Por último, la dirección y supervisión de los servicios y organismos de la Administración General del Estado existentes en la comunidad autónoma.
He dicho bien: “servicios y organismos de la Administración General del Estado” y no del Estado. Y lo he dicho bien porque hablamos de la Administración General del Estado cuando nos referimos a la administración general que depende del Gobierno de España. Y convendría no olvidar que forman parte del Estado, en el sentido territorial que establece la Constitución, tanto las instituciones centrales como las autonómicas. Hago esta consideración para no inducir a la confusión en que suelen caer muchas de las críticas más radicales a nuestro modelo actual. Críticas que consideran al Gobierno y a las instituciones centrales como sinónimo del Estado, excluyendo de esta consideración a las instituciones autonómicas.

5. Representación del Gobierno de España
Conviene dejarlo claro porque solo así se entiende el marco institucional derivado de la Constitución. Y solo así, también, se entiende que las delegadas o los delegados del Gobierno seamos, en primer lugar y por encima de otras consideraciones, representantes del Gobierno de España, en este caso, en la Comunidad Valenciana. 

Representantes del Gobierno de España, pero no representantes del conjunto del Estado. Dicha representación corresponde de ordinario al President de la Generalitat Valenciana. Es un aspecto simbólico si se quiere, pero que muestra perfectamente las características de la distribución territorial del poder en el Estado Autonómico. 
Y a tenor de todo ello también podrán ser simbólicas si se quiere, pero bien expresivas del mínimo nivel institucional en que estamos instalados en la Comunidad Valenciana, las ausencias del President de la Generalidad en las tomas de posesión de los Delegados del Gobierno. 
De una manera más concreta, las delegaciones del Gobierno dependen de la Presidencia del Gobierno. 
Pero para que se hagan una idea de la complejidad del funcionamiento en el día a día de la institución, también existe una vinculación directa con el Ministerio de Política Territorial y de Administración Pública, ministerio que establece los criterios para la coordinación de la Administración General del Estado en cada comunidad autónoma. 
A ello hay que sumar la vinculación con el Ministerio del Interior, que da las instrucciones en materia de libertades públicas y seguridad ciudadana, así como sobre la organización de los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado. 
Y a todo ello hay que añadir, por último, las competencias de los demás ministerios en sus respectivas áreas de responsabilidad y materias.

En consecuencia, nuestra función de representación del Gobierno en la Comunitat Valenciana se refiere a todas las políticas que impulsa el Gobierno de España en todos sus ámbitos competenciales y asuntos. Especialmente aquellos que afectan directamente a la Comunitat Valenciana.
6. Relaciones con los gobiernos autonómicos y locales

Nuestra segunda obligación política es mantener relaciones de cooperación y coordinación con el Gobierno autonómico. Para ello debemos facilitar información gubernamental, promover convenios de colaboración o impulsar comisiones bilaterales de cooperación. 

Esa es nuestra obligación por ley y, esa ha sido, también desde el primer día, mi voluntad política, pues a las delegaciones de gobierno corresponde promover, junto con las entidades locales, relaciones de cooperación, impulsar programas de financiación estatal como el Plan E, Plan Español para el estímulo de la Economía y el Empleo, o promover las Juntas Locales de Seguridad que, dicho sea de paso, en esta Comunidad han establecido canales de colaboración positivos y eficientes entre la Guardia Civil, la Policía Nacional y las policías locales. 
Seguramente algunos de ustedes se dirán que este tipo de relaciones son más cómodas cuando los responsables políticos en las distintas administraciones son de un mismo partido político. En, efecto, es así; pero lo realmente importante es que también tendría que ser así cuando los responsables políticos en las distintas administraciones no son del mismo partido político. Eso, insisto, es lo realmente importante y lo que debería ser normal.
En un estado autonómico coherente y serio, la normalidad democrática debería ser ajena a los personalismos y el populismo de nuevo cuño que por doquier aflora; el diálogo y la colaboración leal entre administraciones y gobiernos tendría que ser la norma, antes que la excepción, que cotidianamente advertimos. Por ello, quiero reiterar aquí, que esa es y seguirá siendo mi voluntad tanto con el Gobierno de la Generalitat como con todos los Ayuntamientos y Diputaciones provinciales, con independencia de la opción política que los gobierne.
7. Dirección y supervisión de servicios

Finalmente, corresponde, a las Delegaciones del Gobierno dirigir y supervisar los servicios de la administración del Gobierno central y sus organismos públicos en la comunidad autónoma.
Sin necesidad de descender al detalle sólo quiero indicar que no es ésta una tara sencilla. En lo fundamental, por tres razones:
· Primero, por la existencia en la Comunitat Valenciana de tres subdelegaciones territoriales con volúmenes y problemas de gestión a menudo diferentes en cada caso. Baste como ejemplo que en cada provincia la inmigración tiene orígenes distintos y plantea necesidades y servicios diferenciados. 
· Segundo, porque las unidades administrativas de la administración periférica del Gobierno tienen una doble vinculación: 
por un lado, con los subdelegados de cada provincia, 
por otro, con los servicios centrales de los respectivos ministerios. 
· Y, tercero, por la existencia de distintos tipos de servicios: integrados, no integrados y organismos autónomos. 
· A ello hay que sumar que entre las competencias de la Delegada del Gobierno en la Comunidad Autónoma, se encuentra la de proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana, a través de los Subdelegados del Gobierno y de las Fuerzas y Cuerpos de seguridad del Estado, cuya jefatura corresponde al Delegado del Gobierno, quien ejerce las competencias del Estado en esta materia bajo la dependencia funcional del Ministerio del Interior.
Baste esta sucinta indicación para mostrar la complejidad de las Delegaciones del Gobierno, de sus tareas, de sus ámbitos de actuación, de la diversidad de sus competencias y de las labores de coordinación e información que siempre implican. 
Contrariamente a lo que pueda desprenderse de ciertas visiones simplistas, el desarrollo del estado autonómico no ha supuesto la desaparición de la administración y los servicios territoriales del Gobierno central en las comunidades autónomas. 
No porque existan duplicidades, sino porque se gestionan competencias distintas. 
Por eso no debe resultar extraño: 
· que la mayor parte de los trabajadores públicos al servicio del Gobierno de España realice su actividad en los servicios periféricos vinculados a las Delegaciones de Gobierno y sólo una parte menor en los servicios centrales con sede en Madrid, y 
· que los cuerpos y fuerzas de seguridad del estado, salvo en comunidades como el País Vasco o Cataluña, desplieguen la mayor parte de sus efectivos en los territorios de las distintas comunidades autónomas. 
8. De la visibilidad y la percepción de la Delegación
Pero debemos avanzar y dar un paso más allá de los ámbitos de actuación y responsabilidad política de las Delegaciones del Gobierno.
Llegados a este punto es lógico preguntarse por qué si las funciones de la Delegación de Gobierno (y las inversiones del Gobierno en las comunidades autónomas) son relevantes, su visibilidad pública y política es relativamente baja.
 La respuesta, en este caso, es doble. 
· En primer lugar porque la Delegación del Gobierno es un organismo periférico del Gobierno central o Gobierno de España. 
· En segundo lugar porque en nuestro estado autonómico la acción política de los gobiernos autonómicos (y también los locales) ocupa la mayor parte de la atención social, política y mediática de proximidad. 
Permítanme detenerme en estas dos dimensiones. 
· El Gobierno de España es percibido por los ciudadanos como el más importante y decisivo. Pero también es visto como más lejano que los locales y autonómicos. Es lógico que sea así: el Gobierno de España gobierna para el conjunto del país. Su acción de gobierno es más general, incluye más, es más extensiva territorialmente y afecta a un mayor número de ciudadanos. Por mucho que se localicen las acciones de un Gobierno y su agenda de prioridades, unas y otras siempre obedecen a una lógica general. 
También ocurre, evidentemente, aunque en un escalón superior de generalidad, con la Unión Europea a pesar de las muchas consecuencias que su actividad tiene en cada una de las comunidades autónomas. 
El impacto territorial de la acción del Gobierno central es difuso y de difícil territorialización. Y esto, lógicamente, supone un inconveniente a la hora de explicar la acción del gobierno en cada comunidad autónoma concreta. La pérdida de perspectiva que supone la atención casi exclusiva a lo local en perjuicio de lo general, no es ajena a cuanto acabo de decir. 
· En sentido contrario, todo lo que hace un gobierno autonómico o local en el ámbito de sus competencias es localizado de manera inmediata. Y diré más: dadas las características de nuestro estado autonómico, muchas de las materias que los gobiernos autónomos gestionan, aplican y desarrollan tienen su origen en iniciativas del Gobierno central aun cuando sean protagonizadas por los gobiernos autonómicos. Algo normal en un estado complejo como el nuestro. 

Lo que ya no es tan normal y no resulta ejemplar es que instituciones locales y autonómicas quieran arrogarse una autoría que no les pertenece cuando se trata de recursos o proyectos del Gobierno de España. Algo que ocurre con reiterada e innecesaria frecuencia. 
Si se me permite una inocente ironía, recientemente en esta Comunidad y en numerosas ocasiones en la administración local y autonómica son frecuentes las “descargas” –dicho sea con comillas- de fondos con derechos de autor, con copyright estatal, exhibidos como propios. 
Es cierto, pues, que el Gobierno central es percibido por los ciudadanos como el más importante y decisivo, como demuestran las encuestas y el hecho de que la participación ciudadana en las elecciones generales sea considerablemente superior al resto de elecciones. 
Pero también es cierto que los gobiernos autonómicos y los locales son percibidos por los ciudadanos como más cercanos, más próximos y aunque vaya contra toda evidencia y resulte paradójico -tenemos ejemplos cercanos-, como mejor gestionados y más activos que el Gobierno central. Sin embargo–no sin una cierta sorpresa– los ciudadanos participan menos en las elecciones locales y autonómicas, considerando a estos gobiernos como de segundo orden e importancia.
Así las cosas, las delegaciones de Gobierno vemos dificultada nuestra visibilidad social por dos razones: 

· En primer lugar porque políticamente somos servicios territoriales de la totalidad del Gobierno central y representamos en la comunidad autónoma a un Gobierno central al que no siempre le resulta fácil territorializar su acción política. Y sin embargo, el Gobierno central es percibido por los ciudadanos como el más importante, al que más se le exige y, en consecuencia, al que más castiga electoralmente. 

· En segundo lugar porque los gobiernos locales y autonómicos desarrollan o capitalizan las iniciativas políticas de mayor proximidad a los ciudadanos; protagonizan iniciativas que a los ojos de buena parte de los ciudadanos son específicamente valencianas y, por ende, son percibidas positivamente de manera acrítica. Dada esa cercanía y afinidad identitaria inducida, a menudo -quizás demasiado a menudo-, los ciudadanos tienen una condescendencia excesiva con quien gobierna local o autonómicamente. 
En este contexto, que tiene algo de paradójico, nos movemos las delegaciones de gobierno. 
9. Paradojas y respuestas 

¿Cómo cambiar esta situación? Esa es la pregunta que debemos plantearnos y encarar. 

En lo fundamental no deseo focalizar exclusivamente nuestra atención en comportamientos de dudosa lealtad institucional y acciones de gobierno local dictadas por un escaso sentido de la colaboración y un derroche de particularismo. De nada de ello cabe esperar resultados tangibles a largo plazo para ciudadanos, empresarios o investigadores. Tampoco cabe esperar de ello una mejor cohesión territorial al servicio del bienestar social y personal.
La perspectiva tiene que ser otra. Esa otra perspectiva pasa por recordar que es un Gobierno central socialdemócrata y progresista como el actual, quien acomete una buena parte de las inversiones en infraestructuras o dota de recursos destinados a fortalecer los cuatro pilares del Estado de Bienestar: la Educación, la Sanidad, la Dependencia y la Seguridad Social, aunque las competencias estén plenamente transferidas.
Pero en ocasiones se tiene la impresión de que hay quien trabaja para lo fundamental y hay quien vuelca sus energías de gobierno en lo accesorio y suntuario. Hay quien trabaja para el largo plazo de lo que queda y hay quien trabaja para el corto plazo de lo efímero. Si a ello se suma la falta de cooperación y se incrementa la rivalidad y la obstrucción entre administraciones, el panorama que resulta no es muy estimulante. 
Sin embargo, no es el modelo lo que falla. Falla la utilización instrumental que del mismo se hace. Por eso no valen los atajos nostálgicos que nos conducen a un escenario preconstitucional en el que de manera ilusoria cree encontrarse el remedio de todos los males que nos aquejan. 
Lo diré más claramente: no creo haya vuelta atrás en el modelo de estado autonómico. Aunque solo sea porque es evidente que las autonomías han contribuido de manera esencial al progreso económico y social del país y a su cohesión. O porque que los estados más fuertes y más eficaces en el mundo occidental, Estados Unidos y Alemania, son estados con unos niveles de descentralización, rigor y eficiencia indiscutibles. 
Entiendo, pues, que no caben revisiones recentralizadoras del estado autonómico ni actitudes contrarias al espíritu y la letra de nuestra Constitución. 
Tampoco entiendo a quienes afirman que el estado disminuye porque las comunidades autónomas crecen. Gobierno central y comunidades son Estado, como ya dije anteriormente. Entre ellos no cabe antagonismo ni competencia, sino cooperación. Por eso lo realmente necesario no es ni disminuir a uno ni hacer crecer a las otras. 

Lo único realmente necesario es centrarse en el objetivo de máxima eficiencia y racionalidad y para ello aumentar las formas de colaboración y coordinación entre las comunidades autónomas y el poder central. Y eso pasa por trabajar en serio, ofertar más lealtad entre los distintos niveles de gobierno, más rigor y más sentido de la responsabilidad. Quizás pido demasiado, pero creo que en la acción política concreta, al menos en la Comunitat Valenciana, falta diálogo y colaboración sincera y sobra, demasiadas veces, populismo de grano grueso.

Sólo así, también, cabrá visibilizar y superar la opacidad inducida que en ocasiones lastra injustamente la presencia territorial de la acción del Gobierno central. 
10. La importancia de la acción de Gobierno en la Comunitat Valenciana
Una presencia, unas inversiones y una acción del Gobierno de España en la Comunitat Valenciana que, más allá de la percepción social, es continua, relevante y decisiva. Y lo es tanto de manera directa como indirecta. 
Lo es en el hecho de que solo en el año 2010, el Gobierno de España haya suscrito más de 40 Convenios de colaboración con la Generalitat Valenciana a través de la práctica totalidad de los Ministerios.
O, por ejemplo, haber hecho realidad en los plazos previstos la llegada de la Alta Velocidad a la Comunitat Valenciana, inaugurando, el pasado 18 de diciembre, la primera línea de Alta Velocidad que une Valencia con Madrid. Una obra en la que se han invertido 6.600 millones de euros que está siendo y será altamente positiva para Valencia y para el conjunto de la Comunidad.  
Además, en estos momentos todos los tramos del AVE a Alicante están licitados, adjudicados y en fase de obra. Y contamos con el compromiso del ministro de Fomento de que el AVE llegará a Alicante en 2012 y a Castellón en 2014. 

Asimismo el Gobierno de España se ha comprometido para que el Corredor Mediterráneo sea una prioridad en el sistema de redes transeuropeas, como ya manifestó el Ministro de Fomento durante la presidencia española de la UE en 2010, subsanando de ese modo lo que no hicieron y deberían haber hecho gobiernos anteriores en el año 2003. Compromiso que se ve reforzado por la licitación ya de 3.000 millones € en 2010 y un presupuesto de 1.684 millones € en 2011 para infraestructuras del Corredor Mediterráneo.
A ello hay que añadir el Plan de ampliación del Aeropuerto de Alicante 2004-2011 con 570 millones de € que supone disponer ya de una ampliación (nuevo edificio terminal, nuevo aparcamiento y accesos) que permitirá atender 20 millones de pasajeros por año al Aeropuerto de El Altet, cuya inauguración tendrá lugar el próximo mes.

En el Aeropuerto de Valencia, por su parte, se acaba de licitar la segunda ampliación de obras por importe de 80 millones €.
Además, durante 2010 se han finalizado 3 de 4 tramos pendientes de la autovía A-7 que va a permitir vertebrar por el interior a nuestra Comunidad, desde Alicante hasta el norte de la provincia de Castellón. 
Habiéndose invertido en el Protocolo de carreteras comprometido en 2005 por el Gobierno de España hasta la fecha una inversión superior a los 1.100 millones de euros en la Comunitat Valenciana.
Esta mejora en las infraestructuras y las políticas de seguridad vial ha hecho posible que en 2010, en la Comunitat Valenciana, haya habido el menor número de fallecidos en accidentes de tráfico de la década. En 2010, hubo 140 fallecidos en las carreteras valencianas, cuando en 2004 esa cifra se situaba en 400 fallecidos, a pesar de contar con un parque móvil inferior en número. Y todo eso son políticas del Gobierno que tienen un carácter general para toda España pero que benefician directamente a los ciudadanos valencianos.
Del mismo modo, en política del agua, se ha consolidado la mayor inversión en la historia de la Comunidad en esta materia. El gobierno ha priorizado las infraestructuras de modernización de regadíos, la desalación y el mantenimiento de los embalses. La inversión en modernización ha sido superior a los 317 millones de euros y hasta finales de 2010 se han finalizado un total de 41 obras, se ha actuado sobre 56.000 hectáreas y se ha beneficiado a un total de 54.500 regantes. 

Del mismo modo también se sigue invirtiendo en obras de conservación de los embalses, que han supuesto destinar 6 millones de euros entre la Presa de Tous y Arenos, para poder seguir recogiendo agua.

Se potencia y protege los entornos medioambientales  con proyectos como la Recuperación del Parque Fluvial del Turia: 30 kilómetros de parque fluvial, en el entorno ambiental del Turia y a lo largo de 8 municipios diferentes. En materia de prevención podemos destacar las inversiones para prevenir desbordamientos en época de lluvias por valor de 18 millones de euros en los últimos 2 años, que supone 20 veces más que en la última legislatura del Partido Popular.
Del mismo modo, la política medioambiental del Gobierno de España ha supuesto que la Comunitat Valenciana sea la autonomía que más inversión por kilómetro de costa ha recibido desde el año 2004 (141 millones €). Solo en las dos últimas legislaturas se han invertido 270 mil euros por kilómetro de costa valenciana, por delante del resto de las comunidades autónomas marítimas. 

Por ultimo, debo destacar como la Comunitat Valenciana ha recibido 1400 millones de € con cargo a los dos fondos extraordinarios en 2009 y 2010 del Plan E –Fondo Estatal de Inversión Local y el Fondo Estatal para el Empleo y la Sostenibilidad- que indudablemente han supuesto una importante inyección económica en época de crisis, habiéndose apoyado mas de 5000 proyectos en la totalidad de los municipios de la Comunitat Valenciana y la creación y mantenimiento de 67.000 puestos de trabajo.
Con el Plan E el Gobierno de España ha hecho posible la inversión municipal en edificios, equipamientos y servicios, como la construcción de colegios, casa de cultura, centros de juventud, aulas de música, auditorios, conservatorios, bibliotecas, centros de día, residencias para mayores, centros sociales.

Ello quiere decir que en los dos últimos años, gracias a este Plan de choque del Gobierno de España, se ha creado y mantenido empleo en los municipios a la vez que se ha producido una autentica modernización de instalaciones al servicio de los ciudadanos que hubieran sido imposibles en estos años. 
Ello quiere decir que se da la circunstancia que en muchos municipios valencianos, en 2009 y 2010 el mayor inversor ha sido el Gobierno de España. Y aunque el Partido Popular en la Comunidad repetidamente criticó los carteles de obra, debo decir, que las obras se están inaugurando por esta administración sin ningún tipo de carteles. Queda a iniciativa del Ayuntamiento el reconocimiento o no al Gobierno de España.
Y finalmente, quiero destacar que, en Seguridad Ciudadana, en la Comunitat Valenciana cerramos la década con la tasa más baja de criminalidad y 5.600 agentes más que cuando entramos en el gobierno. Desde 2004 los índices de criminalidad no han dejado de descender en nuestra Comunidad. El año pasado, a pesar de la crisis, los delitos descendieron en más de un 4 % y el total de infracciones en casi un 5 % respecto al año 2009. 
Ello supone cerrar la década con un descenso en la tasa de criminalidad de 18 puntos, 18 puntos menos que en 2002 (de 74,4 en 2002 a 56,4 en 2010) y con mejoras importantes en las instalaciones en las y los medios técnicos de los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado, como demuestran las magnificas nuevas Comisarías provincial de Castellón y Alicante, la próxima a inaugurar de Paterna (con una inversión que supera los 7 millones de €) y los cuarteles de la Guardia Civil de Morella, Moncada y Oropesa.
Y podría seguir. Podría seguir, hablándoles de agricultura, justicia, cultura, turismo o industria. Pero no se trata de ello, se trata de ilustrar una breve exposición de las líneas invasoras del Gobierno de España, que difiere ciertamente de la imagen que en demasiadas ocasiones se proyecta desde las instancias políticas locales.
11. Conclusión 
Finalizo pues sin enumerar más actuaciones. Pero después de lo expuesto, sí voy a reivindicar aquí como ciudadana -pues entre las responsabilidades públicas de mi cargo no se encuentra la de reivindicar nada-, que en nuestra Comunidad hace falta rigor, lealtad institucional, transparencia y cooperación entre administraciones y gobiernos. 

Difícilmente podremos conseguir los niveles de bienestar y progreso propios de una sociedad moderna y democrática, mientras haya quien siga instalado mental y políticamente en una etapa muy anterior que creíamos ya superada. 
El diálogo, la colaboración y la unidad de objetivos no son un añadido a la política, sino su esencia. 
Mientras haya quien siga anclado a la política identitaria instrumentalizada al servicio del victimismo electoralmente rentable, ni seremos capaces de arbitrar un horizonte común de progreso, ni seremos capaces de articular un espacio de convivencia donde el ciudadano sea el único protagonista. 
Ninguno de esos objetivos es ajeno a lo que de una manera general calificamos como Ilustración. Por eso he querido que éstas sean mis últimas palabras en una institución profundamente ilustrada como la Real Sociedad Económica de Amigos del País. 
Su único fin era iluminar algunos aspectos de la función, el sentido y el espacio político que hoy tiene la Delegación del Gobierno en la Comunitat Valenciana.

 Gracias.
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